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Que reforma los artículos 11 y 53 de la Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia del fuero común del Distrito Federal, presentada por el diputado Gonzalo Altamirano Dimas, del grupo parlamentario del PAN

El C. Gonzalo Altamirano Dimas: - Señor presidente; compañeras y compañeros diputados: <<El texto constitucional del artículo 73, fracción VI, base cuarta, primer párrafo, que precedió al vigente en lo referente a la designación de magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, disponía: "Los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, Serán hechos por el Presidente de la República y sometidos a la aprobación...etcétera".

El artículo anteriormente fue modificado según reforma publicada en el Diario Oficial del 10 de agosto de 1987, correspondiente actualmente a la fracción VI, base quinta, párrafo quinto, cuyo tenor expresa: "...Los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia serán hechos por el Presidente de la República, en los términos previstos por la ley orgánica, misma que determinará el procedimiento para su designación y las responsabilidades en que incurren quienes toman posesión del cargo o llegaren a ejercerlo, sin contar con la aprobación correspondiente".

Conforme a lo expuesto y atendiendo al precepto constitucional transcrito, es necesario que la Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia del Distrito Federal se adecúe al mismo, de manera que contenga las nuevas normas que deben de crearse para establecer los términos que habrán de seguirse para el nombramiento de magistrados por el Presidente de la República, y los procedimientos para su designación y las responsabilidades inherentes de quienes llegasen a ejercer el cargo en contravención a la ley, motivo por el que propone la presente iniciativa de reformar al artículo 11 de la citada ley, cuyo texto debe estar acorde al vigente texto constitucional.

La reforma que se propone, fue formulada sobre la base de respetar la prerrogativa que la Constitución de la República establece en su artículo 35, fracción II en favor del ciudadano mexicano para ser nombrado en todo cargo, empleo o comisión, teniendo las calidades que establezca la ley.

Asimismo, se contempla la posibilidad de que el ciudadano pueda intervenir e involucrarse, como debe corresponder dentro de un régimen democrático, en una cuestión pública tan fundamental como lo es la constitución e integración de un poder de Estado, para lo cual se le otorga el derecho a cuestionar a los aspirantes a una magistratura.

Se precisan además, acordes al proyecto constitucional recientemente reformado, las responsabilidades de los servidores públicos del Poder Judicial que no se ajusten a la ley en lo referente al nombramiento de magistrados y al ejercicio de la magistratura.

Por otra parte, con el propósito de precisar, reforzar y ampliar las reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial del Distrito Federal publicadas en el Diario Oficial de la Federación de 21 de enero de 1985 y 13 de enero de 1987, en lo concerniente a la designación de jueces, reformas que se llevaron a cabo con el propósito de lograr la profesionalización de los encargados de impartir justicia, y su permanente y constante actualización buscando que se designe a los juristas y profesionales del derecho más aptos y capaces para ejercer tan alta responsabilidad mediante concurso de oposición en que así lo demuestren, se adiciona el inciso d) del artículo 53 de la ley orgánica, en los términos que lo propone esta iniciativa, otorgando a todos los ciudadanos mexicanos que satisfagan los requisitos legales, la oportunidad y las garantías para poder ejercer la judicatura, respetándose de esta manera su derecho público a ser nombrados, consignando en el artículo 35, fracción II de la Constitución de la República, que debe ser reivindicada en pro de una integración democrática del Tribunal de Justicia del Distrito Federal.

Por lo anteriormente manifestado y con fundamento en lo establecido por el artículo 71, fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, nos permitimos presentar la siguiente:

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA LA LEY ORGÁNICA DE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA DEL FUERO COMÚN DEL DISTRITO FEDERAL EN SUS ARTÍCULOS 11 Y 53

Artículo 11. Los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, serán hechos por el Presidente de la República, en los términos previstos por esta ley, la que determina el siguiente procedimiento para su designación:

Los ciudadanos mexicanos que satisfagan los requisitos señalados en los artículos 95 de la Constitución de la República, y 26 de esta ley, y aspiren a ser magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, deberán hacerlo saber por escrito al propio tribunal por conducto de su presidente, cada dos años y dentro de los 10 primeros días hábiles del mes de enero, acompañando los documentos que acrediten dichos requisitos y los que consideren convenientes para abundar en su idoneidad. La solicitud contendrá el domicilio preciso del interesado, quien podrá expresar los antecedentes profesionales o de cualquier naturaleza que se estimen pertinentes.

Dentro de los tres días hábiles siguientes, concluido el término antes señalado, se publicarán en el Boletín Judicial y en la Gaceta Oficial del Departamento del Distrito Federal, los nombres de quienes hayan elevado su solicitud y satisfecho los requisitos legales al presentarla.

El tribunal hará del conocimiento del Presidente de la República, la lista que contenga el nombre de los aspirantes que hubieren satisfecho los requisitos y copia de sus expedientes, a más tardar el día último del mismo mes de enero, con el objeto de que elija dentro de ellos a los magistrados que debe nombrar conforme a la Constitución de la República y esta ley, en los dos años que correspondan, posteriormente a la recepción de la lista.

Para acreditar los supuestos en la fracción IV del artículo 95 de la Constitución, y 26 de esta ley, deberá exhibir por el interesado lo siguiente:

a) Constancia de antecedentes no penales o penales, expedidos por las autoridades competentes del Distrito Federal, estado de México, estado de Morelos y del estado del que sea originario el aspirante o en el que haya residido en los últimos cinco años antes de la presentación de su solicitud.

b) Dos cartas de buena conducta o de servicios, o sobre ambos puntos, expedidas por instituciones de cualquier índole, pública o privada, o por ciudadanos que no sean parientes del aspirante. En ambos casos, las cartas deberán contener los domicilios de quienes las expidan.

Los escritos que eleven los aspirantes deberán presentarse bajo protesta de decir verdad, de que los hechos asentados en la solicitud son ciertos y los documentos son auténticos; se podrán presentar copias certificadas de los documentos que acrediten los requisitos legales y de las otras circunstancias hechas valer, o los originales, que se devolverán a los interesados previa copia cotejada y certificada, que quede en su expediente. Cualquier dato falso proporcionado por un aspirante en relación a los requisitos o a cualquier otro hecho que manifieste, lo inhabilitará para ser designado, sin perjuicio de cualquier responsabilidad en que pueda incurrir.

Toda solicitud que se hubiere presentado sin haberse acompañado los documentos que acrediten los requisitos constitucionales y legales para ser magistrado, deberá desestimarse para el efecto de que al interesado no se le incluya en la lista de aspirantes. De las solicitudes presentadas, deberá darse el recibo correspondiente con indicación de los documentos que se anexen.

El aspirante que por error u omisión no haya sido incluido en la lista correspondiente, podrá, dentro del término de tres días siguientes al de la publicación que se hubiere hecho en los términos anteriormente señalados, pedir que se le incluya en la lista de aspirantes y se haga la publicación del caso; el tribunal, después de examinar el asunto, resolverá lo conducente.

Cualquier ciudadano y los colegios de abogados constituidos conforme a la ley reglamentaria del artículo 5o. constitucional, tendrá el derecho público a consultar en cualquier tiempo el expediente que se integre de cada aspirante, e impugnar a éstos y objetar los documentos presentados. De toda impugnación y objeción conocerá el pleno del tribunal, en audiencia pública con participación de los interesados, quienes podrán desahogar las pruebas que se estimen pertinentes y alegar. La audiencia se celebrará dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha en que se interponga la impugnación u objeción, y la resolución correspondiente deberá dictarse al término de la misma, pudiendo el pleno del tribunal deliberar en sesión secreta durante un lapso no mayor de una hora, antes de pronunciarla.

Los miembros del Tribunal Superior de Justicia, deberán de abstenerse de realizar actos que tiendan a ayudar de algún modo a cualquier aspirante, bajo pena de incurrir en responsabilidad.

Quienes tomen posesión y ejerzan el cargo de magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, y los servidores públicos que intervengan en los procedimientos para su designación, sin ajustarse a lo dispuesto por esta ley, incurrirán en responsabilidad en los términos de los artículos 109 y 110 constitucionales, independientemente de la responsabilidad penal o administrativa en que incurran al infringir la ley.

Artículo 53. Para ser juez de primera instancia se requiere:

a) a d)......................................................................

Los exámenes de oposición satisfacerán los siguientes requisitos mínimos:

1o. Serán públicos.

2o. La convocatoria deberá publicarse en el Boletín Judicial, en la Gaceta Oficial del Departamento del Distrito Federal, y en un periódico de los de mayor circulación en esta entidad, conteniendo, además de los requisitos que satisfacer los aspirantes, los juzgados cuya titularidad esté vacante, el período en el que se celebren los exámenes.

3o. Se dará a conocer el nombre de los concursantes y la fecha y el lugar del examen, mediante publicación en el Boletín Judicial, con 10 días hábiles de anticipación.

4o. Los expedientes de todos los aspirantes, una vez integrados, permanecerán abiertos a la consulta pública hasta que se hagan las designaciones. Todo ciudadano, incluyendo los opositores, tendrá el derecho público a impugnar a los candidatos u objetar los documentos aportados por éste, manifestando los motivos y ofreciendo las pruebas que estime pertinentes. El tribunal, en forma incidental, substanciará y resolverá los casos de impugnación planteados.

5o. Al término del examen se le otorgará al sustentante, en caso de aprobación, constancia relativa, sin perjuicio de la selección final que se haga cuando sean varios los concursantes.

6o. De ser varios los oponentes aprobados, se hará una selección final posterior a la celebración del último examen, debiéndose motivar y fundar debidamente, en todo caso, las designaciones. El reglamento deberá contener los criterios específicos y objetivos que habrán de seguirse para hacer cada elección definitiva.

7o. Los aspirantes aprobados y no elegidos podrán impugnar las designaciones hechas en favor de sus oponentes, dentro de los cinco días de la publicación de la designación, que se sustanciará corriéndole traslado interesado para que manifieste lo que a su derecho convenga, en un término de 48 horas, debiéndose dictar la resolución que corresponda dentro de los tres días siguientes.

8o. Las designaciones se publicarán en el Boletín Judicial.

9o. Todas las sesiones del pleno del tribunal y de los magistrados de la sala, relacionados a los exámenes de oposición, serán públicas.

10. Los servidores públicos deberán abstenerse de realizar, con motivo del trámite para los nombramientos de jueces, actos que redunden en favor o en perjuicio de cualquier participante.

11. Los colegios de abogados constituidos conforme a la ley reglamentaria del artículo 5o. constitucional, podrán enviar un representante a presenciar los exámenes de oposición e intervenir en cualquier momento del trámite de las designaciones, de acuerdo a las atribuciones que dicha ley les confiera.

12. Los servidores públicos que intervengan en los procedimientos para la integración de los jueces y quienes tomen posesión y ejerzan el cargo de juez sin ajustarse a lo dispuesto por esa ley, incurrirán en responsabilidad en los términos de los artículos 109 y 110 constitucionales, independientemente de la responsabilidad penal o administrativa en que incurran al infringir la ley.

13. El pleno del tribunal formulará un reglamento para los exámenes de oposición que se ajuste a la presente ley, y contenga los requisitos mínimos antes mencionados.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación  en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Tomando en cuenta que la fecha de publicación de la reforma al artículo 11 a que se refiere este decreto, no hará posible cumplir dicho precepto en el próximo mes de enero de 1988, la primera lista de aspirantes para magistrados prevista en el precepto legal en cita, deberá formularse dentro de los 90 días posteriores al inicio de la vigencia de la reforma, debiéndose emitir la convocatoria respectiva del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal; la lista siguiente deberá formularse en enero de 1990, y así sucesivamente cada dos años, como lo dispone el precepto legal reformado.

Palacio Legislativo, a 4 de diciembre de 1987. - Por la fracción parlamentaria del Partido Acción Nacional, diputado Gonzalo Altamirano Dimas. >>

Trámite: - Túrnese a la Comisión de Justicia.

